En Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 31 días del mes de agosto de dos mil quince, reunidos en Acuerdo los señores jueces de la Excma. Cámara Nacional de la Apelaciones en lo Civil, Sala "D", para conocer en los recursos interpuestos en los autos caratulados "M. D. C. s/sucesión c/ M. M. y otro s/ impugnación/nulidad de testamento", el Tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

¿Es ajustada a derecho la sentencia apelada? 

Practicado el sorteo resultó que la votación debía efectuarse en el siguiente orden: señores jueces de Cámara doctores Osvaldo Onofre Álvarez, Ana María Brilla de Serrat y Patricia Barbieri. 

A la cuestión propuesta el señor juez de Cámara doctor Osvaldo Onofre Álvarez, dijo: 

I.- 

Por sentencia obrante a fs. 617/626 se hizo lugar a la demanda entablada por los sucesores de D. C. M. contra M. M. y C. G., declarando la nulidad absoluta del testamento por acto público celebrado el 22 de julio de 1998 mediante escritura pública número ciento cuarenta y seis, pasada al folio 404 del Registro Notarial de Contratos Públicos N° 1415 de Capital Federal. Asimismo se rechazó la citación de la tercera M. R. M. Las costas se impusieron a las accionadas vencidas (conf. art. 68 del Código Procesal). Por último se difirió la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes hasta tanto se de cumplimiento con lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley 21.839 respecto del inmueble mencionado en el testamento. 

Apelaron las demandadas. La escribana demandada expresó agravios a fojas 792/798, y centra su queja en la admisión de demanda resulta en el fallo de grado. Por su parte la accionada M. M. fundó sus quejas a fojas 831/834, cuestionando también que se declara nulo el testamento y en subsidio se queja de la imposición de costas.II - 1) Insuficiencia recursiva planteada por la actora 

Al contestar agravios la actora, a fojas 837/840, solicitó la deserción del recurso interpuesto por la demandada, toda vez que -se dice- no se ha formulado un ataque directo y pertinente a la fundamentación del fallo que estima equivocado. 

El artículo 265 del CPCC dispone que el escrito de expresión de agravios debe contener la crítica concreta y razonada de las partes del decisorio que el apelante considere equivocadas. "Crítica concreta se refiere a la precisión de la impugnación, señalándose el agravio; lo de razonada alude a los fundamentos, bases y sustanciaciones del recurso. Razonamiento coherente que demuestre, a la vez, el desacierto de los conceptos contenidos en la sentencia que se impugna" (conf. esta Sala in re "Micromar S.A. de Transportes c/ MCBA s/ ds. y ps." del 12-09-79, E.D. 86-442, entre otros). 

A la luz de lo expuesto estimo que los agravios expresados por la demandada 831/834, cumplen -aunque mínimamente-con el imperativo legal (art. 265 del CPCC); propongo entonces rechazar el pedido. 

II - 2) Nulidad de testamento 

Cuestionan las demandadas, como lo adelantara, que el señor juez de grado admitiera la acción interpuesta y en consecuencia declarara la nulidad absoluta el testamento notarial celebrado el día 22 de julio de 1998 mediante escritura pública número ciento cuarenta y seis, pasada al folio 404 del Registro Notarial de Contratos Públicos N° 1415 de Capital Federal. 

Antes de analizar las quejas vertidas por el recurrente, haré una breve reseña de los hechos. 

La presente acción la inicia Domingo C. M., por nulidad de testamento otorgado por instrumento público contra M. M. y C. G. Refiere que por ante la escribanía Glagovsky se otorgó el día 22 de julio de 1998 mediante escritura N°146 -pasada por ante el Registro Notarial N° 1415 de esta ciudad-, extendido por su madre, T. O. de M. y resultando su beneficiaria M.M. 

Reseña los vicios que llevarían a la declaración de nulidad absoluta e insanable del instrumento en cuestión, como ser que la testadora no hablaba el idioma castellano, que se encontraba enferma con sus facultades mentales muy disminuidas, circunstancias éstas que aprovechó la codemandada M. captando la voluntad de la testadora. 

Por su parte la escribana G. y la accionada M. niegan los hechos denunciados por el actor y solicitan el rechazo de demanda. 

A fojas 508 se denuncia y acredita el fallecimiento del actor. 

Ahora bien, analizando el fondo de la cuestión, diré, que en mi opinión las quejas deberán ser rechazadas. 

En efecto, el artículo 3707 del Código Civil, vigente al momento de la firma del instrumento público, establece que no pueden ser testigos en los testamentos, los parientes del escribano dentro del cuarto grado, los dependientes de su oficina, ni sus domésticos. 

A fojas 146 la Obra Social del Personal de Escribanos de esta Ciudad informó que la testigo Bárbara Andrea Otero fue empleada del Registro 1415 de la Escribana Clara Glavosky desde el mes de junio de 1994 a septiembre de 2006, prueba más que suficiente para hacer lugar a la demanda. 

Solo a mayor abundamiento, diré que, aunque la testigo Otero al momento de firmar el testamento denunciado, fuera empleada del escribano José Luis Larroca titular del registro N° 173 del Colegio de Escribanos, -queja de la recurrente a fojas 794- y no de la escribana Glagovsky, -cuestión, reitero no acreditada fehacientemente- la cuestión no varía y la solución tampoco. 

En efecto el artículo 990 del Código Civil, vigente al momento de la firma del testamento, respecto a los instrumentos públicos en general establece que no pueden ser testigos:"los dependientes del oficial público, y los dependientes de otras oficinas que estén autorizadas para formar escrituras públicas". 

Así pues, como entienden los doctores Llerena y Segovia no existe motivo para que el codificador haya excluido a los dependientes de otras escribanías en el artículo 3707 del Código Civil, cuando el artículo 990 del mismo ordenamiento les prohíbe de serlo respecto a los instrumentos públicos en general (conf. Revista del Notario 778, 01/01/1981, 1079, "Los testigos en los testamentos" autor Ferrari Ceretti, Francisco, cita online: AR/DOC/6385/2011; Idem CNCivil, Sala "L", 09.05.2007. LL 2007-D, 707). 

Por ello, y como ya lo adelantara se rechazan las quejas y se confirma la sentencia de grado en todas sus partes. 

II - 3) Costas 

La demandada M. M. cuestiona la imposición de costas resuelta por juzgador, sostiene entre otras consideraciones que no puede ser responsable de un acto llevado 

Recordemos que la parte que pierde el juicio es condenada a pagar los gastos del mismo y que el fundamento de esta condena es el hecho objetivo de la derrota (soccombenza); la justificación de esta institución se encuentra en que la actuación de la ley no debe representar una disminución patrimonial para la parte en favor de la que se realiza; siendo interés del comercio jurídico que los derechos tengan un valor posiblemente puro y constante (Chiovenda, José en "Principios de Derechos Procesal Civil", Tomo II, página 452, Editorial Reus, Madrid, 1923). 

El sistema de imposición de costas tiene como finalidad resarcir a la parte contraria de los gastos que tuvo que realizar para lograr el reconocimiento de su derecho. Tiene su fundamento en el principio objetivo de la derrota que actúa con independencia del factor subjetivo, esto es, sin tener en cuenta la buena fe, o la mala en su caso, con la que ha actuado el que estaba obligado a soportarlos (art.68 CPCC). 

Sin embargo, el artículo 68 "in fine" del Código de forma, autoriza al Tribunal a eximir de costas al vencido "cuando encontrare mérito para ello". Tal expresión genérica -sin indicar los casos en que procede la exención-, tiene carácter excepcional y debe interpretarse restrictivamente de acuerdo al prudente arbitrio judicial. Generalmente se sustenta en razones de equidad, en aquellos supuestos en que sobre el tema existe divergencia doctrinaria o jurisprudencial, cuando existe convicción fundada acerca del derecho que se invoca o en cuestiones que suscitan la aplicación de nuevas leyes o cuando se trata de una situación de gran complejidad. También se suele aplicar, cuando el litigante pudo haberse creído con derecho al reclamo. 

En el caso, no hallo mérito para apartarme del principio general en la materia -condena en costas al vencido- por lo que propongo que se confirme el fallo de grado en cuanto impone las costas a las vencidas ( conf. art. 68 del Código Procesal). 

III. Resumen, costas 

Por lo expuesto postulo rechazar las quejas y confirmar la sentencia de grado en todas sus partes. Se difiere la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes, conforme con lo resuelto por el sentenciante a fojas 626 vta. 

Así lo voto. 

Las señoras jueces de Cámara doctoras Ana María Brilla de Serrat y Patricia Barbieri, por análogas razones a las aducidas por el señor juez de Cámara doctor Osvaldo Onofre Álvarez, votaron en el mismo sentido a la cuestión propuesta. 

Con lo que terminó el acto. 

OSVALDO ONOFRE ÁLVAREZ. 

ANA MARIA BRILLA DE SERRAT. 

PATRICIA BARBIERI. 

Este Acuerdo obra en las páginas n° n° del Libro de Acuerdos de la Sala "D", de la Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil. 

Buenos Aires, de agosto de 2015. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: Rechazar las quejas y confirmar la sentencia de grado en todas sus partes. Diferir la regulación de honorarios de los profesionales intervinientes, conforme con lo resuelto por el sentenciante a fojas 626 vta. 

Se deja constancia que la publicación de la presente sentencia se encuentra sometida a lo dispuesto por el art. 164, 2° párrafo del Código Procesal y art. 64 del Reglamento para la Justicia Nacional. Notifíquese por Secretaría y devuélvase.

